	En la Ciudad de Córdoba, a los quince días del mes de Noviembre de dos mil once, se reunió la Excma. Cámara Octava de Apelaciones en lo Civil y Comercial integrada por los Sres. Vocales Dres. Graciela M. Junyent Bas, José Manuel Díaz Reyna y Héctor Hugo Liendo, con la asistencia de la actuaria Dra. Silvia Ferrero de Millone con el objeto de dictar sentencia en los autos caratulados "Z., J. B. c/ ESTADO PROVINCIA DE CORDOBA - ORDINARIO - DAÑOS Y PERJ.- OTRAS FORMAS DE RESPONS. EXTRACONTRACTUAL- 170428/36 ", traídos a este Tribunal con motivo del recurso de apelación interpuesto en contra del fallo del Sr. Juez de Primera Instancia y Trigésimo sexta Nominación Civil y Comercial por el que resolvía: SENTENCIA NUMERO: CUATROCIENTOS OCHENTA.- Córdoba, veintiuno de octubre dos mil diez. I) Rechazar la demanda de daños y perjuicios interpuesta por Jesús Bautista Z., DNI, en contra del ESTADO DE LA PROVINCIA DE CORDOBA. II) Con costas al actor. III) No hacer lugar al pedido de aplicación de la sanción prevista en el art. 83 del C.P.C. y C.- IV) Regular los honorarios profesionales provisorios de los Dres. Carlos Benjamín BONDONE, Carlos Fernando ARRIGONI y Julio José MONTES, en conjunto y proporción, en pesos ($). Regular los honorarios profesionales definitivos del Dr. Luis A. CENTENO NOVILLO (hoy sus sucesores) en la suma de pesos ($) y los honorarios definitivos de los Dres. Fernando MORONI y Luis Pablo CARRANZA, en conjunto y proporción, en pesos ($) V) Regular los honorarios definitivos del perito arquitecto oficial, Gustavo Noel MICOLO, en las suma de pesos ($). - PROTOCOLÍCESE Y DÉSE COPIA Y HÁGASE SABER. 

El tribunal se planteó las siguientes cuestiones a resolver: 

A la Primera Cuestión: ¿Es justa la Sentencia apelada? 

A la Segunda Cuestión: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar? 

De conformidad con el orden establecido por el sorteo para la emisión de los votos, 

A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA, la Sra. Vocal DRA. GRACIELA JUNYENT BAS DIJo:1) Contra la sentencia de primera instancia, cuya parte resolutiva ha sido transcripta precedentemente, la actora interpuso recurso de apelación, el que, concedido, hizo radicar la causa en esta instancia, en donde se cumplimentaron los trámites de ley. 

La sentencia apelada contiene una relación de causa que satisface las exigencias del art.329 del C. de P.C., razón por la cual a la misma me remito, en homenaje a la brevedad. 

2) El actor apelante esgrime en síntesis los siguientes agravios: Refiere que la sentencia carece de fundamentación legal. Aduce que se advierte inocultable la construcción intelectual impregnada de preconceptos contaminantes del debido razonamiento legal. Advierte que el posicionamiento intelectual legitimante de todo, ajustándose el Juez con exclusividad al reglamento policial de detenidos, omitiendo cualquier consideración del tejido normativo de mayor jerarquía, como también la evolución cultural y legislativa en materia de derechos humanos y la consiguiente responsabilidad del Estado. La errónea fundamentación luce ostensible, dice, al valorarse el régimen constitucional y correccional de menores y en particular la orden de detención y de alojamiento en sede policial, como también el lugar y condiciones en que ello se verificara, sin dejar de considerar la deficiente revisación médica al ingreso que le efectuara la médica policial. Transcribe parte de la sentencia, cuando la iudex justifica el lugar de detención. Señala que los deberes del Estado en materia de menores detenidos no se limita sólo al actuar reglamentario de sus órganos sino que se extienden a las condiciones medios y calidades de sus dependencias o servicios., Que el Estado, agrega carezca de medios adecuados para ajustar su actuación a lo que manda la ley lejos de eximirlo de responsabilidad, lo compromete. Cita jurisprudencia. Señala que reconocer la carencia de institutos especializados donde pueda ser trasladado y a la vez negar la verificación de la falta de servicio, expresa, importa una insalvable contradicción lógica. Destaca que la Juez hace referencia a los antecedentes del menor, sin advertir que tal conocimiento surgió después de la detención y muerte del mismo. Al referir a dicho antecedente, continúa el apelante, sostiene la Juez que el hecho motivo de la detención del 04-06-01, había ocurrido el 03-06-01, omite el potencial habría cuya ocurrencia y autoría no le constan pero da por acreditado, solo dos meses después de la sentencia. Esta afirmación aduce, demuestra los preconceptos que utiliza en la legitimación del actuar estatal, no ya en el cumplimiento de los deberes legales sino en las disvaliosas cualidades de la víctima, destrozando con desparpajo su presunción de inocencia (sic). Continúa el apelante que aún en el supuesto de que hubiesen sido conocidos los antecedentes del menor, no lo colocaba fuera del marco tutelar de la Ley 8498, ni autorizaba al Estado a incumplir los mandatos previstos en los arts. 5 y 18 del plexo normativo. En la inteligencia del fallo, pareciera sostenerse que el actuar acorde a una resolución reglamentaria, en si mismo exime la responsabilidad del Estado. Absurdo, cuestiona, que coloca en manos del Jefe de Policía la potestad de regular distintos aspectos inherentes a la responsabilidad del Estado, con prescindencia de leyes, tratados internacionales y la Constitución misma. Señala que la Juez omitió tener en cuenta lo dispuesto por el art. 323 del CPP 2do párrafo. Omitió considerar, continúa, la presunción de inocencia, que impide prejuzgar como lo hizo el a-quo. Adita que las medidas de coerción personal durante el proceso son de carácter restrictivo. Afirma que recae sobre el Estado el deber de custodia y preservación del detenido máxime tratándose de un menor de edad., así lo reconoce expresamente el fallo aunque contradictoriamente al analizar lo inherente a la responsabilidad del Estado en el caso termina por legitimar lo actuado con notoria arbitrariedad, desconociendo el su precedente afirmación tomada de fallos de la Corte. Cita Jurisprudencia de la Corte afirmando que no alcanza a distinguir la iudicante aquellos procedimientos reglados de los deberes que no lo están taxativamente en el reglamento para evaluar la conducta de los órganos estatales. Señala que lo cierto es que al Estado se le suicidó un menor detenido que estaba alojado donde según la ley no debía estar, más allá que resulten insuficientes los institutos especializados según reza la sentencia. Menos aún en las condiciones en que se encontraba alojado, calabozo con puerta ciega, sin elementos para dormir, como tampoco en su afectado estado de salud psíquico emocional, constituyendo el suicidio prueba de ello. Bajo el título lugar y condiciones de detención y alojamiento del menor, evaluación médica al ingreso, aduce el apelante que el menor nunca debió ser alojado en la Comisaría de Jesús María, aún cuando ello fuera ordenado por el magistrado interviniente, lo ha sido en violación del régimen previsto por la ley 8498 a tenor de lo dispuesto en los artículos 15 in fine, 18 y 17 que transcribe. Es decir, afirma la orden impartida por el Juez fue irregular por contravenir lo dispuesto en el art. 18 citado. Tan palmaria, continúa resulta la irregularidad del lugar de detención que los propios policías al deponer en autos lo reconocieron. Hace referencia a las testimoniales. Cita Jurisprudencia de la Corte. Señala que la adopción de los recaudos previstos en la legislación hubiera evitado el fatal desenlace, toda vez que hubiera permitido detectar y advertir su real estado emocional. Aduce que la detención no ocurrió en flagrancia sino que fue el resultado de la investigación policial precedente y a consecuencia de una orden de allanamiento de domicilio, secuestro y detención. Por ello, señala, avizorándose su detención bien pudo preverse un adecuado lugar de alojamiento. Expresa que el Juez de Control nada advirtió sobre el direccionamiento del procedimiento de detención de menores, extremo que le fue instruido y expidió la irregular orden de detención. Insiste que cabe descartar la corrección del actuar, insistiendo en las condiciones de detención. Afirma que la médica policial Minoldo, no indagó o advirtió el estado emocional del menor, afirmando que pueden inferir que acusaba ostensible signos y síntomas de alteración emocional. Agrega que no es ajeno al examen médico la detección de afecciones que puedan poner en riesgo la vida o integridad de las personas. Expresa que el hecho que la comisaría no cuente con un profesional de la salud mental para una rápida y previa evaluación de quien ingresa, no es razón para justificar lo actuado. Esa práctica tan corriente configura una clara muestra de la falta de servicio, sin que la habitualidad conmueva el reproche. Mas allá del protocolo o procedimiento de rutina considerado por al Juez, debió contemplarse la excepcionalidad del caso. Insiste una vez más que los detenidos menores deben ser conducidos a establecimientos especiales, y es evidente que la comisaría no reunía tales requisitos. El sólo hecho de observar las condiciones de detención del menor en el calabozo quebranta el mandato constitucional sobre las condiciones dignas de alojamiento. Cita Jurisprudencia. Solicita en definitiva que se haga lugar al recurso revocando el decisorio y dictando nueva resolución. 

3) Corrido el traslado de ley, la parte demandada, lo contesta a fs. 382/383 vta., pidiendo el rechazo de los agravios y la confirmación de la sentencia. 

4) Analizados los agravios a la luz de las constancias de autos, llego a la conclusión que los mismos deben ser rechazados. En efecto, la cuestión central a resolver, es si el Superior Gobierno de la Provincia de Córdoba debe responder por la muerte de L. Z., ocurrida en uno de los calabozos de la Comisaría de Jesús María; siendo la causa eficiente de dicha muerte suicidio por ahorcamiento, lo que no fue cuestionado en la apelación. 

En primer lugar y previo al análisis de la apelación cabe referirse a los términos de la demanda, pues en esos términos quedó planteada la litis. Así surge de la demanda, que luego de describir los "hechos", refiere que su hijo fue detenido en su domicilio, en oportunidad que la autoridad policial de la ciudad de Jesús María realizaba un procedimiento de varios allanamientos en procura, parece ser de encontrar autores de hechos ilícitos que se habría producido. Luego refiere al sumario labrado por el Sr. Fiscal con motivo de la muerte de su hijo, afirmando haber participado como querellante. Se pregunta que obtuvo de positivo al tener acceso a las actuaciones sumariales, concluyendo que obtuvo una profunda decepción que agravó su dolor de padre ante la pérdida del hijo. Señala que su hijo fue objeto de persecución policial y fue encarcelado torpemente en abierta violación a la ley que regula el régimen penal de la minoridad. Cuestiona que su hijo se haya ahorcado, afirmando que no contaba con ningún objeto, mesa, silla o banco que le permitiera ascender hasta el barrote. Señala que nunca pudo realizar los actos que dice el Sr. Fiscal. Sostiene en el punto i) que el mencionado sumario le provocó y le provoca una profunda decepción, cuestionando el mismo. Luego pasa a mensurar los daños, afirmando cuando cuantifica el daño moral que si fue muerto a golpes lo sabrán con el examen del cuerpo. En el punto e) afirma que ha descartado la hipótesis policial del suicidio, pero si esa fue su decisión, fue porque los últimos minutos de su vida sufría la insoportable presión de la soledad, en un calabozo oscuro, frío, celda destinada para delincuentes natos o mayores. En el punto f) refiere que L. nunca debió ser encerrado en un calabozo, y en el caso particular de la Policía de Jesús María que ya lo conocía su responsabilidad es doble, porque no era un extraño, era bien conocido por quienes lo encerraron como si fuera un delincuente. Luego solicita como medida urgente se requiera el sumario. 

Se han precisado los términos de la demanda, para dejar claro que de la misma surge una demanda de responsabilidad, sustentado en la inexistencia del suicidio, que luego reconoce, como afirma la Juez, fundando sus sufrimientos en el sumario llevado a cabo con motivo de la muerte del menor, y muy escuetamente afirma que no debió ser alojado en un calabozo, y que la responsable es la Policía ya que la Policía de Jesús María lo conocía, que no era un extraño. 

Del cotejo de la demanda, con la apelación surge que abandona el cuestionamiento al sumario, y que en la demanda el único cuestionamiento que hizo fue a la Policía y nunca a la orden del Juez de control, actuación que en la apelación fustiga. 

Sentado lo que antecede y entrando al análisis de la apelación cabe descartar toda responsabilidad del Estado en la orden del Juez, ya que ello no fue motivo de la litis. Su fundamento en el respeto al principio de igualdad ante la ley, el que se guarda cabalmente cuando en el proceso se otorga a ambas partes la oportunidad legal de considerar y defender, con las garantías consiguientes, cada una de las razones o fundamentos que sostienen las respectivas pretensiones. 

Ello en tanto el límite cognoscitivo que impone tal principio establecido en los arts. 328 y 330 del C.P.C. para el juez de primera instancia, se aplica también al tribunal de alzada, cuyo conocimiento en la causa se reduce por un lado a las peticiones realizadas en la etapa de constitución del proceso, y por otro lado al alcance de los recursos concedidos.(conf. TSJ, Sala Civil, Sentencia N 30/04). 

El principio de congruencia constituye una manifestación del principio dispositivo en sentido material, dado que si el juez no respeta esa conformidad que debe existir entre su fallo, por un lado, y las pretensiones y oposiciones a las mismas, por el otro, estaría incursionando de esta manera en un campo que el ordenamiento jurídico ha reservado exclusivamente a la voluntad de los particulares, cual es el de la disposición de los derechos materiales o de fondo (Cfr. Loustayf Ranea "El recurso ordinario de apelación en el proceso civil", Tomo I, pág. 115). 

Las pretensiones de las partes constituyen la primera limitación a que debe ceñirse el Tribunal en su ámbito de conocimiento y decisión. En segunda instancia, además del contenido de la demanda y su contestación, la expresión de agravios integra también esa limitación. 

Por tanto, si no integró la litis la insistente afirmación de la apelación que la orden del Juez fue irregular, no puede ser tratada en esta instancia, la regularidad de tal orden. 

Asimismo, se afirma en la demanda que el menor no era desconocido para la Policía, por lo que todos los cuestionamientos a la violación del principio de inocencia, porque aduce sus antecedentes se conocieron con posterioridad no son de recibo. Es que si era conocido para la Policía, como afirma el actor en su demanda en grado de confesión, claramente conocían sus antecedentes, siendo que en la demanda (punto e) afirma que la celda es que fue alojado es para delincuentes natos o mayores. 

Asimismo no fue demandado como presupuesto de la responsabilidad el examen médico que fustiga en la apelación. Tampoco la larga enumeración que efectúa en el recurso sobre las falencias de la celda, ya que en la demanda simplemente afirma que no tenía nada en que subirse para llegar hasta la reja, que fue alojado en un calabozo frío, oscuro en pleno invierno. 

Ello sólo bastaría a mi juicio para rechazar la apelación, ya que varía los hechos en que funda su demanda, al cuestionar el examen médico y la orden del Juez de control, no cuestionadas en la demanda. 

5) No obstante ello, y para satisfacción del apelante, se analizarán los agravios, reiterando que a mi juicio la apelación no puede prosperar. 

No caben dudas que la Corte admite la responsabilidad extracontractual del Estado, pero siempre tomando en cuenta la relación causal a fin de determinarla. Ahora bien, se debe tener en cuenta que la responsabilidad objetiva del Estado también se puede configurar en los casos de falta de servicio. En efecto la obligación de responder establecida en el art. 1113, alcanza también a las omisiones culposas, que, en el caso de responsabilidad de la Administración Pública, se encuentra también expresamente prevista en el art. 1112 del mismo cuerpo legal.(conf. Roberto Dromi, Derecho Administrativo, Ed. Ciudad Argentina, Buenos Aires 2000, Octava Edición, pág.836). En el caso "Ferrocarril Oeste c. Provincia de Buenos Aires", no se habla expresamente de la falta de servicio, pero de las manifestaciones del pronunciamiento podemos aseverar que se hizo referencia expresa a este tipo de falta, así se dijo: "Que en principio, quien contrae la obligación de prestar un servicio lo debe realizar en condiciones adecuadas para llenar el fin para que ha sido establecido, siendo responsable de los perjuicios que causare su incumplimiento o su irregular ejecución (Doctrina de los arts. 625 y 630, Cód. Civil). Y si bien las relaciones entre el Estado y sus gobernados se rigen por el derecho público, la regla enunciada, fundada en razones de justicia y de equidad, debe tener también su aplicación en este género de relaciones, mientras no haya una previsión legal que la impida" (Fallos 182: 5, Citado por Barraza, Javier Indalecio, en "Actualidad en la Jurisprudencia sobre la Responsabilidad Extracontractual del Estado", LA LEY 2000-A, 943). Aceptada entonces, la responsabilidad extracontractual del Estado, cabe destacar que el Estado es responsable no sólo por la actividad ilegítima sino también por la actividad legítima. 

Ahora bien, claramente señala Marienhoff, que "el ejercicio del poder de policía no siempre corresponde llevarlo a cabo con la misma intensidad o amplitud. Estos aspectos dependen de las circunstancias específicas del caso. En lo atinente a su ejercicio, el poder de policía es contingente, circunstancial; no es uniforme, fijo o igual en todos los casos o situaciones."(Marienhoff, Miguel S. Responsabilidad Extracontractual del Estado por las consecuencias de su actitud omisiva en el ámbito del Derecho Público, ED 169-1093). Es que teóricamente del Estado se esperan todas las medidas aptas para el bienestar de la colectividad y de los individuos, mas tampoco se me escapa que hay que ser muy cautelosos en tal análisis dado que se corre el riesgo de responsabilizar al Estado por cualquier hecho dañoso e injusto 

Para que resulte procedente la responsabilidad del Estado en ejercicio de su actividad ilegítima se requiere el cumplimiento de los siguientes recaudos: 1) Se debe acreditar la existencia de un daño, el que debe ser actual y cierto. 2) Es menester que sea susceptible de ser reparado. 3) Debe existir relación de causalidad y 4) Que el daño sea imputable jurídicamente al Estado. Además de tales requisitos se deben agregar dos recaudos en el supuesto de la actividad legítima del Estado, 5) Existencia de un sacrificio especial y ausencia de deber jurídico para soportar el daño. (ver Javier I. Barraza en Análisis de los requisitos que deben concurrir a fin de que resulte procedente la responsabilidad extracontractual del Estado, publicado en Revista de Derecho Administrativo-Ed. Depalma-1997, año 9). 

Delimitada la órbita jurídica en la cual se enmarca la presente acción de responsabilidad, cabe señalar que, corresponde analizar si se ha acreditado el presupuesto que permite verificar el enlace fáctico que debe mediar entre la conducta objeto de responsabilidad y el daño que se reclama. -Es que en los supuestos en los que el daño se invoca ante la omisión de una acción positiva del Estado, es uno de los temas más arduos en la teoría de la responsabilidad., siendo la falta de servicio una especie dentro de la responsabilidad extracontra ctual del Estado. Como puede advertirse se halla íntimamente vinculado al poder de policía del Estado en su sentido más amplio en cuanto involucra también el poder de promover la actividad de los particulares y del Estado tendientes a lograr el bienestar general, dentro de límites siempre razonables. (conf. Alejandra B. Abrevaya, Responsabilidad Civil del Estado, Requisitos Procedencia-Ejecución-Casuística, Lexis Nexis, Abeledo Perrot-Depalma pág.85). 

Sentado ello cabe señalar que el censor efectúa una parcialización de los motivos que sostienen la sentencia opugnada, con lo que su razonamiento adolece de una patología argumentativa, pues, incurre en un sofisma de antecedente incompleto en función de que ha encauzado todo su esfuerzo impugnativo sin consideración de las restantes razones meritadas en la decisión cuestionada, con alteración y parcialización del argumentación sistemática del iudex. Y ello habida cuenta de las consideraciones expuestas por él a quo, configuran un todo indivisible demostrativo de una unidad lógica jurídica (cfme. Tagle, C. Sofismas, p. 37, El Copista, Córdoba, 1.996). 

Así la Sra. Juez, no funda su sentencia sólo en los antecedentes del menor sino que analiza en profundidad la actuación tanto policial como jurisdiccional concluyendo que no existió falta de servicio expresando "la orden de detención fue dispuesta en el marco del sumario por la autoridad competente y la frase "se ha resuelto autorizar" indica fundamentación para tal decisión. La presunción de que en esa causa se cumplió con el procedimiento legal no ha sido desvirtuada.la alegación de que la orden fue irregular no ha sido sustentada en prueba alguna. En el oficio se dispuso expresamente que Z. quedara alojado en la Comisaría a la orden y disposición exclusiva de la Fiscalía de Instrucción. En cumplimiento de la orden judicial fue que el menor quedó alojado y en ese sentido el obrar del personal policial fue correcto. A su vez el Juzgado de Menores cumplió con la previsión del art. 15 de poder al menor a disposición del Consejo Provincial de Protección al menor de forma inmediata. La inmediatez se advierte no sólo de revisar el libro de novedades y las constancias a fs. 71 del sumario consta que el oficial inspector Montiverose comunica vía telefónica con la Dra. Tarragona (secretaria del Juzgado de menores) para informarle la situación del menor y que esta ordena a más de la imputación el alojamiento en la dependencia. A las 17.55 se comunica la Dra. Tarragona y da nueva directiva de que el menor quede alojado en esta dependencia en un lugar fuera del contacto de personas mayores y que está a disposición del Consejo de Protección al Menor hasta tanto mañana se resuelva la situación.". Luego de expresar otras razones afirma la iudicante que todo lo cual torna razonable que el juzgado de Menores dispusiera su detención y alojamiento en la comisaría ya que se trataba de una medida provisoria por estar el menor a disposición del Consejo de Protección al Menor quien en definitiva resolvería la cuestión." 

Todas estas razones no son rebatidas por el apelante, habiendo quedado claramente acreditado que la policía, a quien hace responsable en su demanda actuó cumpliendo estrictas órdenes judiciales. Asimismo tales órdenes judiciales no incumplieron la ley 8498, ya que como expresara la Juez fue puesto de inmediato a disposición del Consejo de Protección al Menor y el alojamiento en la comisaría era una medida provisoria, como expresara la secretaria del juzgado hasta mañana que se resolviera su situación. 

Por ello entiendo que no se encuentra acreditada la relación causal entre el suicidio del menor y la actuación del los órganos del Estado. 

Asimismo no es ocioso recordar que ".el proceso de daños se manifiesta en toda complejidad cuando se intenta acreditar la relación de causalidad, concebida como el modo establecido por el Derecho para conectar un detrimento con el autor inmediato o mediato, como así también para establecer hasta donde se debe resarcir." (Venini, J.C. El juicio de daños y perjuicios: legitimación activa. La relación causal y su prueba, p. 70, Revista de Derecho de Daños, Juicio de Daños, 2010-I, Rubinzal Culzoni, Santa Fe). 

Reitero, que la sentencia del a quo se encuentra suficientemente motivada: el juez describe los hechos demandados, considera y relaciona los elementos aportados por los interesados y funda sobre esa base su sentencia. Esto demuestra que el fallo de la causa "es derivación razonada de derecho vigente y no producto de la voluntad individual del juez" (C.S. 19/05/92. J.A. 1992-IV-100), por lo que la aducida falta de fundamentación no se configura. 

Por otra parte la prueba de la relación de causalidad deviene en presupuesto indispensable para comprometer responsabilidad (CN Com., Sala B, Goyeneche, O. c. Loma Negra Compañía S.A. y otros, 13.04.2007), y cabe exigir al actor la efectiva comprobación del vínculo causal (C Fed. Mendoza, Sala A, Márquez, C. y otros c. Banco Central de la República Argentina, 28.12.2006). 

Sabido es que la relación de causalidad adecuada es ".la que vincula a un hecho antecedente con otro consecuente, si el primero tiene la virtualidad de originar al segundo, según el curso natural y ordinario de las cosas, sea por sí solo, sea por la conexión con otro hecho que invariablemente acompaña al primero.", correspondiéndole al damnificado ".probar la existencia de la relación de causalidad que pueda mediar entre el daño que ha sufrido y el hecho originario de la responsabilidad que intenta hacer valer." (Llambías, J. Tratado de Derecho Civil. Obligaciones, N° 2285 y 2286, Lexis Nexis, Buenos Aires, 2.006). 

Nótese que, tratándose de un presupuesto indispensable para el nacimiento del deber de reparar, conforme los términos de la sentencia bajo recurso, el esfuerzo probatorio de la relación de causalidad se atribuye al actor (en este sentido, SC de Buenos Aires, Ac. 89433, 23.11.2005, Linari, M. c. Allo, D.; Galdós, J. El riesgo creado, la culpa y cuestiones conexas, LL, 23.11.2006, 1). La Suprema Corte Federal ha sentado doctrina al respecto:".al actor incumbe la prueba del hecho y su relación de causalidad con el daño sufrido." (CSJN, Fallos 313:1184; 316:2774; 323:2930; 327:5082). 

Justamente, cada parte debe probar los presupuestos de hecho de las normas sin cuya aplicación no puede tener éxito la pretensión (Rosenberg, L. La carga de la prueba, p. 11, EJEA, Buenos Aires, 1.956). 

Por ello entiendo, que el alojamiento provisorio por un día hasta que el Consejo del Menor resolviera su situación, que fue puesto en conocimiento de inmediato, no fue la causa del suicidio del menor, no habiendo acreditado el accionante que no se hubiera suicidado en otro establecimiento, máxime cuando como lo expresa la Juez "Z. había sido despojado de cualquier elemento peligroso, no existió negligencia en el personal policial." 

El Tribunal cimero nacional revela un temperamento contundente sobre el tópico que fulmina el alzamiento del censor: ".cuando no se ha acreditado la existencia de una relación de causalidad jurídicamente relevante entre la conducta atribuida a los demandados y la reparación que se pretende la demanda por daños y perjuicios no puede prosperar." (CSJN, LL, 2007-B-261). Los registros jurisprudenciales también han dejado en claro que el análisis que permite establecer los presupuestos de la responsabilidad civil no pueden desentenderse de la necesidad de verificar con precisión la causalidad (CN Civ., Sala A, LL 1.999-C-375). 

Entiendo que a pesar del notable esfuerzo del apelante, no ha logrado demostrar que se encuentre acreditada en autos la relación de causalidad. Al respecto podemos decir que, de acuerdo a lo dispuesto por los arts.901 a 906 del Código Civil, "hay conexión causal entre un acto y un resultado, cuando ese acto ha contribuido de hecho a producir un resultado -esto es, ha sido una de las condiciones SINE QUA NON de él- y, además, debía NORMALMENTE producirlo, conforme al orden natural y ordinario de las cosas (art.901). A la inversa, no hay conexión causal cuando la acción deba considerarse indiferente según la experiencia de la vida, para la producción del daño; o bien, cuando el acto, aunque factor esencial del resultado, solamente lo ha producido por la intervención de circunstancias extraordinarias e imprevisibles" (Orgaz Alfredo, "El daño resarcible", pag.61, 3ª. Ed.). En este último supuesto -es decir, en los casos en que el proceso causal se rompe-, interfiere otro proceso independiente que elimina o desaloja a aquél: el resultado se vincula efectivamente a este segundo proceso. Pero, como dice el mismo Orgaz, "la independencia de este segundo proceso debe ser real, en el sentido de que el resultado no pueda atribuirse también, en alguna medida apreciable, al primitivo, en cuanto haya actuado como condición que ha facilitado el segundo proceso" (ob.cit.,pag.64). 

La víctima, a más de haber sido sometida a examen médico, y haberse efectuado los controles periódicos, como relata la Juez en argumentos no rebatidos, no tenía antecedente ni elemento convictivo alguno sobre que la "profunda crisis emocional" a la cual se alude en la apelación obedeciese a una situación patológica intrínseca, más allá de la natural alteración que sufre toda persona privada de libertad. 

Es más como la Juez afirma, en argumento tampoco rebatido, "en cuanto a si había algún indicio de que Z. pudiera llegar a tomar la decisión de suicidarse, la respuesta es negativa. En el testimonio del otro detenido (fs. 7 sumario) consta que mantuvo un diálogo con Z.de temas triviales como de qué barrio eran, quienes eras sus conocidos, si allí daban comida. Es decir, no había signos precedentes de un deterioro síquico o trastorno emocional con ribetes patológicos, el período de privación de libertad no había sido prolongado sino del todo breve (dos horas).no hubo provocación policial reprobable que impulsase un intento de suicidio (torturas, vejaciones, trato degradante, etc.), ni antecedentes de la víctima que evidenciasen una personalidad síquicamente desquiciada hacia sí mismo. 

En tales condiciones, el peso causal decisivo de su suicidio le es inequívocamente atribuible y no se pone en evidencia que ese hecho no es la "condición adecuada", inmediata o mediata, del daño. 

En el mismo sentido, Matilde Zavala de González nos dice que debe distinguirse la CAUSA de la CONDICIÓN y de la OCASIÓN de un efecto. "La condición es el antecedente de un resultado. Cuando era indispensable para que éste se produjera, se la denomina "conditio sine que non" (condición sin la cual no); agregando que "El Derecho no responsabiliza al sujeto que coloca una simple condición del daño, aunque esa condición sea necesaria; ésta debe haber sido, además "adecuada" e "idónea" para ocasionarlo. Sólo así la condición necesaria se erige en "causa jurídica" del resultado. Así pues, si bien la causa es siempre una condición del daño, no toda condición es causa". De igual modo nos dice que "La OCASIÓN es también una condición del resultado, que favorece o activa el funcionamiento de la verdadera causa. Es decir, la ocasión no causa el daño, pero permite o facilita que ocurra. Por regla, no se responde por haber colocado una mera ocasión del hecho dañoso" (Actuaciones por Daños, Ed. Hammurabi, pag.140 y 141). 

En nuestro caso, la causa del suceso lesivo fue el suicidio decidido por la víctima, no existiendo omisión alguna de la Policía en quitarle los elementos con que podría hacerse daño. De allí, entonces, que llegue a la conclusión que la muerte de Z. se produjo únicamente por su propia culpa. La falta de enviar al menor a un instituto adecuado, podrían ser considerados más bien como circunstancias que posibilitaron el obrar del detenido, pero no puede afirmarse que los mismos hayan sido la "causa" del hecho, que está en el accionar voluntario de la víctima; siendo éste a mi juicio la causa adecuada y exclusiva del daño. Así, el art.1111 del CC expresa que "el hecho que no cause daño a la persona que lo sufre, sino por una falta imputable a ella, no impone responsabilidad alguna". 

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SR. VOCAL DR. JOSE MANUEL DIAZ REYNA, DIJO: 

Adhiero a la solución propiciada por la Sra. Vocal preopinante, expidiéndome en igual sentido. 

A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA EL SR. VOCAL DR. HECTOR HUGO LIENDO, DIJO: 

Adhiero a la solución propiciada por la Sra. Vocal Dra. Graciela M. Junyent Bas, expidiéndome en igual sentido. 

A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA LA SRA. VOCAL DRA. GRACIELA M. JUNYENT BAS, DIJO: 

A mi juicio corresponde: 1) Rechazar el recurso de apelación con costas. 2) Regular los honorarios del Dr. Julio José Montes, en el por ciento del punto medio de la escala del art. 36 del CA, de conformidad con las pautas cualitativas establecidas en el art. 39 CA. 

ASI VOTO. 

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SR. JOSE MANUEL DIAZ REYNA, DIJO: 

Adhiero a la solución propiciada por la Sra. Vocal preopinante, expidiéndome en igual sentido. 

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SR. VOCAL DR. HECTOR HUGO LIENDO, DIJO: 

Adhiero a la solución propiciada por la Sra. Vocal Dra. Graciela M. Junyent Bas, expidiéndome en igual sentido. 

Por todo lo expuesto, SE RESUELVE: 1) Rechazar el recurso de apelación con costas. 2) Regular los honorarios del Dr. Julio José Montes, en el . por ciento del punto medio de la escala del art. 36 del CA, de conformidad con las pautas cualitativas establecidas en el art. 39 CA.-. Protocolícese y bajen. 


